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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Felipe Michelini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Jorge Barrera, Daniel Díaz Maynard, Luis Alberto Lacalle Pou, 
Margarita Percovich, Ernesto Rodríguez Altez, Diana Saravia Olmos, y Jorge Zas Fernández. 


INVITADOS: Familiares de detenidos asesinados, señores Alfredo Cuesta Chassale, Ana Martirena 
Giménez y Giovanna Facchinelli. 


Delegación del Grupo Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos, doctor 
Javier Miranda Alvarez, señoras María Luisa Cuesta Vila y Gimena María Gómez Gadea. 


SEÑOR PRESIDENTE (Michelini).- Está abierta la reunión. 
Antes que nada, cedemos la palabra a la señora Diputada Saravia Olmos, quien va a dejar una constancia. 


SEÑORA SARAVIA OLMOS.- Sé que a primera hora la Comisión va a recibir delegaciones y me 
quiero excusar porque, tanto el señor Diputado Rodríguez Altez como yo, hoy tenemos agrupación de 
Gobierno y nos pidieron encarecidamente que estuviéramos todos. No obstante, leeremos luego la 
versión taquigráfica. 


Agradezco que me hayan permitido hacer esta aclaración antes de retirarme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queremos dejar constancia de que la Comisión recibió del Centro 
Interdisciplinario de Relaciones de Consumo de la Universidad de la República una nota y una serie de 


sentencias de la Suprema Corte de Justicia y de otros tribunales en relación con el acto de 
responsabilidad médica. 


SEÑOR BARRERA.- En el mismo sentido de la información que está dando el señor Presidente, 
solicito por anticipado que cuando se trate este tema -si es que se va a agendar-, las Cátedras de 
Derecho Civil H1 y III de la Facultad de Derecho de la Universidad de la República también tengan su 
voz a este respecto. Es decir, que se envíe el proyecto a dichas Cátedras para conocer su punto de vista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 
(Ingresa a Sala una delegación de familiares de detenidos asesinados) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de familiares de detenidos asesinados, 
integrada por las señoras Ana Martirena Giménez y Giovanna Facchinnelli Larrea y por el señor 
Alfredo Cuesta Chassale. 


SEÑORA MARTIRENA.- Nosotros solicitamos una entrevista con la Comisión porque tenemos 
conocimiento de que se está estudiando un proyecto de ley a través del cual se otorgaría una 
indemnización a familiares de personas desaparecidas. Entendemos que también deberían 
considerarse en esa iniciativa los familiares de personas asesinadas porque se trata de la misma 
situación, la única diferencia entre unos y otros es que los cuerpos de los asesinados fueron entregados 
a sus familiares y los otros no. No creemos que exista discriminación entre desaparecidos y asesinados, 
pues son personas fallecidas que murieron por las mismas causas. 


Consideramos que sería justo que se reparara a los familiares por los daños causados. Nosotros tres somos 
hijos de personas asesinadas, y en mi caso particular, asesinaron a mi padre y a mi madre cuando yo tenía 
nueve años de edad, hecho que cambió para siempre mi vida. 


Reitero que, si bien el proyecto de ley tiene en cuenta a los familiares de desaparecidos, creemos que también 
debería incluirse algún tipo de indemnización para los familiares de asesinados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tiene alguna lista con los nombres de las personas que ustedes consideran 
fueron asesinadas por razones político-ideológicas? 


SEÑORA MARTIRENA.- Tenemos una lista de más de cien asesinados, pero es bueno aclarar que no 
todos los familiares pretenden una reparación. Ese es un problema de cada uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En qué período están considerando estos casos? 


SEÑORA MARTIRENA.- En todos los períodos; por ejemplo, mis padres fueron asesinados en 1972, el 
padre de la señora Facchinelli también fue asesinado en 1972 -exactamente un año antes del golpe de 
Estado- y el padre del señor Cuesta en 1981. Como se puede apreciar algunos fueron durante la 
dictadura y otros antes de ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Están considerando los asesinados dentro y fuera de fronteras o solamente 
en Uruguay? 


SEÑORA MARTIRENA.- Cuanto más amplio mejor, pero en principio el Estado uruguayo tendría 
que hacerse responsable, por lo menos, de lo que ocurrió en Uruguay. Reitero que cuanto más amplio 


mejor, sobre todo si tenemos en cuenta que todos los gobiernos trabajaban en forma unida. 


SEÑOR LACALLE POU.- Quisiera saber si algún familiar de las personas que figuran en ese listado 
ha iniciado algún juicio de reparación contra el Estado. 


SEÑORA MARTIRENA.- Hasta donde sabemos hubo dos personas. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Y no ha tenido término? 


SEÑORA MARTIRENA.- Sí, ellos lo presentaron en plena dictadura y consideramos que fueron muy 
valientes al hacerlo porque al resto de los familiares no se nos hubiera ocurrido hacerlo en ese período. 
Ellos obtuvieron una indemnización. 


SEÑOR BARRERA.- Desde 1985 al día de hoy, ¿se ha iniciado alguna acción civil? 
SEÑORA FACCHINELLI.- No. Este es un tema muy complejo para nosotros. 


SEÑOR CUESTA.- Lo que ocurre es que el daño causado después repercute. Luego de 1985 muchas 
familias quedaron muy dolidas por esta situación y a veces no es fácil tomar posiciones al respecto. Y 
hay que respetar ese tipo de cosas. Inclusive, posteriormente, se agregó la Ley de Caducidad, lo cual 
determinó que se hiciera más difícil aún. En mi caso particular, en ese momento algunos familiares no 
quisieron tomar parte de esa situación, pero hoy creemos que las condiciones son diferentes y que se 
está viendo en forma mucho más clara cómo fue la situación en ese período. Evidentemente, una 
indemnización no suplirá la situación de nuestros familiares, pero creemos que es justo porque hubo 
un daño y el Gobierno, en su momento, debe tener en cuenta estas consideraciones. 


SEÑORA MARTIRENA.- En mi caso particular, tanto mis tíos como mi abuela -de 97 años de edad- 
no querían tocar nada, y por eso no se hizo ningún tipo de acción civil o penal; ellos no querían 
remover más el tema, pero ahora somos mi hermana y yo quienes nos movemos por este asunto. 


SEÑOR LACALLE POU.- Si no entendí mal, los visitantes desearían que sus casos fueran incluidos en 
este proyecto de ley. Quisiera saber si han tenido asesoramiento jurídico, si han considerado alguna 
forma de redacción del proyecto o si solamente -pero no menos importante- se trata de una aspiración 
para ser incluidos. 


SEÑORA MARTIRENA.-- Si los señores Diputados lo desean, podemos traer el proyecto escrito, pues 
conocemos algunos abogados que nos darían una mano al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de las señoras Ana Martirena Giménez y 
Giovanna Facchinelli Larrea, y del señor Alfredo Cuesta Chassale. 


(Se retira de Sala la delegación de familiares de detenidos asesinados) 


(Ingresa a Sala una delegación del Grupo de Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el honor de recibir a las señoras Luisa Cuesta y Gimena 
Gómez, y al doctor Javier Miranda del Grupo de Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos 
Desaparecidos. 


SEÑORA CUESTA.- En primer lugar, quiero agradecer a esta Comisión por habernos recibido y decir 
que me cuesta hablar del tema de los desaparecidos porque no estoy acostumbrada. Estos aspectos que 
vamos a discutir remueven todos los afectos que uno ha tenido y tiene y, además, las situaciones del 
pasado aunque este tema ya lleva treinta años. 


A ninguno de ustedes escapa que este asunto, además de ser afectivo, es político. En el proyecto que vamos a 
analizar se establece una reparación que, aunque para nosotros no es lo esencial, es necesaria para los 
familiares. Más que nada lo que necesitamos es una reparación integral del tema. Nos falta mucho por 
conquistar todavía. De todos modos, este proyecto resuelve la situación práctica de muchos de nuestros 
familiares, por lo que ponemos empeño en que ustedes lo conozcan, lo analicen y lo defiendan. 


SEÑORA GÓMEZ.- Queremos hablar de los motivos del Poder Ejecutivo, sobre los porqué de este 
proyecto de ley. 


En cuanto a la fundamentación de base, coincidimos en que esta iniciativa se orienta a solucionar todos los 
problemas jurídicos prácticos de los familiares que durante estos años han venido padeciendo por no poder 
solucionar un montón de cosas. 


Tenemos claro que la motivación del Poder Ejecutivo de presentar este proyecto de ley no es la cuestión en sí 
de la ley. Nuestro Grupo no coincide en algunos de los aspectos de la iniciativa como, por ejemplo, en la 
contradicción que se da entre el título de la iniciativa, porque se habla sobre la desaparición forzada, y el 
desarrollo de la motivación, en que se da la presunción de muerte y se hace referencia al informe de la 
Comisión para la Paz para fundamentarla. A nuestro entender, la Comisión para la Paz comprueba el hecho 
de la desaparición forzada y no el hecho de la muerte. En este sentido, no coincidimos con la 
fundamentación. 


Por otro lado, basándonos en el informe de la Comisión para la Paz, en un momento se habla de que este 
proyecto de ley completaría el itinerario. Si ello se refiere a un punto final, tampoco coincidimos porque en 
las recomendaciones de la Comisión para la Paz no se habla del punto final, sino de que queda mucho camino 
por recorrer. Como decíamos anteriormente, esta es una etapa que resolvería aspectos prácticos que no se 
relacionan con los demás como, por ejemplo, la verdad y el nunca más. 


Estamos exponiendo el tema de la motivación, el Poder Ejecutivo también y los legisladores en el momento 
de analizar el proyecto de ley presentarán sus propias motivaciones. 


Queremos que quede claro que tenemos interés en que esta iniciativa se apruebe y se resuelva a fin de que los 
familiares dejen de padecer esta problemática que no solo implica la desaparición de un familiar sino que 
también complica la vida cotidiana. Esta es la importancia que tiene esta iniciativa para nosotros. 


SEÑOR BARRERA.- La señora Gómez se refiere a los aspectos de la exposición de motivos, pero la 
totalidad de las argumentaciones no hacen al contenido del proyecto de ley sino a discrepancias que 
tienen con el Poder Ejecutivo en la parte relacionada con la exposición de motivos. 


SEÑORA GÓMEZ.- Es así. 


Yo no voy a hacer comentarios con relación al proyecto -a lo que se referirá el doctor Miranda-, pero sí con 
respecto a la exposición de motivos. Quería especificar en qué cosas no coincidimos, reconociendo que el 
Poder Ejecutivo podrá tener sus motivos para presentar esta iniciativa y aunque los nuestros puedan ser 
diferentes, el objetivo de la norma será el mismo. 


SEÑOR MIRANDA.- Si no hay opinión en contrario, voy a proceder al análisis del proyecto tal como 
vino y después me referiré a algunas normas sustitutivas. Inclusive, nos tomamos el trabajo -un poco 
de atrevidos, por cierto- de elaborar un texto para sugerir a esta Comisión a fin de manejarnos con 
algo concreto. Ahora mismo repartiremos el material. 


En el artículo 1” se establece: "En virtud de hallarse comprendida su situación en el artículo 57 del Código 
Civil, declárase ausentes por causa de desaparición forzada a las personas cuyo desaparecimiento dentro del 
territorio nacional resultó confirmado en el Anexo 3.1 del Informe Final (...) de la Comisión para la Paz (...)". 
Acá hay una opción política que me parece correcta. La ausencia es un instituto legislado desde hace tiempo 
por nuestra legislación civil. Nuestro legislador -nunca me cansaré de elogiar al doctor Tristán Narvaja- tuvo 
la previsión, ya entonces, a mediados del siglo pasado, de prever el instituto de ausencia. 


Había dos mecanismos posibles para incorporar el fenómeno de la desaparición forzada dentro de la 
ausencia. Uno es a través del artículo 55 del Código Civil, que se refiere a cuando se ha dejado de ver a una 
persona durante determinado tiempo, y otra es la del artículo 57 que prevé casos de haber sufrido un 
naufragio, participado en una guerra u otras circunstancias de peligro. Nos parece que la figura de 
desaparición forzada se adapta al caso de quien ha sufrido alguna circunstancia de peligro especial como, sin 
duda, fue la situación de los desaparecidos, acaecida por motivaciones políticas. Por ello, nos parece 
adecuada la incorporación al artículo 57, por un lado, por la referencia al artículo y, por el otro, porque no 
vale la pena inventar la pólvora cuando fue inventada hace tanto tiempo. Si existe un instituto de la ausencia, 
lo lógico es que remitamos la situación a ese instituto y no crear una legislación especial. 


En definitiva, con respecto al inciso primero del artículo 1” no tenemos mayores objeciones. 


Los problemas empiezan a partir del segundo inciso de ese artículo, que se refiere a los plazos presentados 
por el artículo 68 del Código Civil para pedir -y que se otorgue- la partición de los bienes del ausente y, 
eventualmente, su posesión definitiva. El mecanismo de la ausencia en el Código Civil implica que primero 
haya una posesión interina de los bienes del ausente referida a los herederos y, eventualmente, al cónyuge y 
luego de determinados plazos señalados en ese artículo, se establecía la posibilidad de pedir la posesión 
definitiva y la partición. 


Llegados a este punto, cabe la siguiente pregunta: ¿qué es lo que queremos lograr con esta iniciativa? 
Facilitar los problemas prácticos jurídicos que se presentan en el tema a partir de la desaparición forzada de 
estas personas. ¿Cuál es el mecanismo natural? El de un proceso sucesorio. Según dispone el artículo 51 de 
nuestro Código Civil, el ausente no está vivo ni muerto a los ojos de la ley. Nuevamente hay un acierto por 
parte de Narvaja en la redacción del Código, a diferencia de lo que ha sucedido en el Código argentino en el 
que se da presunción de muerte. Vélez Sarsfield en su Código establecía la presunción de muerte. Creo que 
con acierto el legislador nacional decidió que aquí no había presunción de muerte. No está ni vivo ni muerto 
a los ojos de la ley. Quien quiera valerse del hecho de la muerte o de la vida deberá probarlo. 


Entonces, al no haber una presunción de muerte, en principio debería pensarse que no se puede abrir el 
proceso sucesorio, que en este caso concreto sería lo que resolvería prácticamente el tema: la trasmisión de 
bienes por el modo sucesorio. Sin embargo, el artículo 1037 del Código Civil, que se refiere específicamente 
a la apertura legal de la sucesión establece: "La sucesión sea testamentaria o intestada se abre en el momento 
de la muerte natural de la persona o por la presunción de muerte causada por la ausencia". O sea que la 
sucesión se abre legalmente en nuestro ordenamiento jurídico actual también por ausencia. Lo lógico sería 
que una vez declarada la ausencia por el inciso primero del artículo 1%, en lugar de que se remitiera al 
mecanismo de la ausencia del artículo 68 -lo que habilitaría a los herederos o a los legitimados a pedir la 
posesión definitiva de los bienes del ausente y, eventualmente la partición- sería que se dijera que está abierta 
legalmente la sucesión de la persona ausente, del desaparecido, para luego seguir el trámite sucesorio normal, 
previsto en nuestro ordenamiento jurídico, tanto sustancial como procesal. De otra manera, si dejo esto en el 
marco de la ausencia, ¿qué sucede? Los familiares podríamos promover una acción voluntaria en sede de 
jurisdicción pidiendo la posesión definitiva de los bienes. En ese caso, se tendrá una sentencia jurídica de un 
Juez que dirá: "A fulano de tal se le otorgó la posesión definitiva de los bienes del ausente". En principio esa 
sentencia sería inscribible, por ejemplo, en el Registro de la Propiedad Inmobiliaria, con el asiento registral 
en relación a ese inmueble concretamente. Creo que en ese sentido la Ley de Registros, N* 16.871, no tendría 
inconvenientes, pero lo que tendría es la posesión. En la práctica, la circulación de ese bien va a ocasionar 
problemas -como dijo un escribano, tal vez por dificultades técnicas de los propios escribanos- en la 
cotidianeidad del tránsito jurídico. No hay ningún problema en trasmitir la posesión -de hecho eso es lo que 
se trasmite- y, eventualmente, la propiedad si uno es propietario. De cualquier manera, esto va a generar 
problemas en la titulación. Como voy a ser titular de la posesión, cuando quiera enajenar ese bien, el 
escribano me va a decir: "Usted no me está trasmitiendo la propiedad, sino la posesión". Pero como yo no 
voy a ser propietario, no puedo trasmitir más derechos de los que tengo. Entonces, ¿cómo se resuelve esa 
situación? Con el artículo 1037. Si en el inciso primero del artículo 1? declaramos ausente al desaparecido, no 
hay ningún problema en decir en el inciso segundo: "La declaración de ausencia precedente implica la 
apertura legal de la sucesión del ausente, artículo 1037 del Código Civil". Ahí se terminó el problema porque 
llevo todo al régimen de la sucesión y no al de la ausencia. De esa manera puedo comenzar con el trámite de 
la sucesión. 


En definitiva, nuestra propuesta es llevar esto al camino de la sucesión en materia de bienes. Para ello hay 
que establecer quiénes están legitimados para promover el proceso sucesorio a partir de la ausencia. En ese 
sentido, no hay problema porque eso está legislado en el artículo 407 del Código General del Proceso. Allí se 
establece que está legitimado todo aquel que tenga un interés legítimo. Aquí por circunstancias particulares 
del caso, creemos que debe darse legitimación también al concubino. Sé que ese es un tema discutible a nivel 
del ordenamiento jurídico, pero las realidades concretas que se han vivido implican que en muchos casos las 
parejas de los desaparecidos no formaban parte de un matrimonio legal sino de un concubinato. Eso debe ser 
contemplado. Más allá de la formulación que da el artículo 407.2 del Código General del Proceso en cuanto a 
cualquiera que tenga interés -en definitiva, el concubino tiene interés- y para evitar cualquier discusión 
interpretativa, disponemos que en el proyecto se establezca la legitimación activa del concubino para pedir la 
apertura judicial de la sucesión del desaparecido declarado ausente. 


SEÑOR BARRERA.- No solo se propone la inclusión del concubino, sino que usted dice que la 
justificación del concubinato será mediante dos testigos que ameriten tal relación. ¿Es así? 


SEÑOR MIRANDA.- Nosotros nos planteamos un problema práctico: ¿cómo se justifica el 
concubinato? El proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo ya preveía en el artículo referido a la 
indemnización económica del artículo 3": "(...) A los efectos del trámite en vía administrativa, se 
considerarán legitimados al cónyuge, a los herederos y al concubino, declarado tal por sentencia". No 
existe una sentencia en este país que declare como concubino a nadie porque la situación concubinaria 
no está amparada por el organismo jurídico. El problema es cómo se acredita la calidad de legitimado. 
En vía jurisdiccional voluntaria declarativa, un Juez no lo va a tomar porque no tiene base legal para 
hacerlo. Si yo me presento voluntariamente en un Juzgado, pido que se me declare concubino de fulana 
de tal y presento la prueba que corresponda, creo que el Juez no va a hacer lugar a esa pretensión. 
Entonces, exclusivamente a los efectos de esta ley, nosotros planteamos que la calificación o 
acreditación de la calidad de concubino se realice mediante dos testigos en sede jurisdiccional; y en 
sede administrativa en materia de indemnización, cuando llegue esa etapa, será mediante dos testigos 
con declaración jurada. 


El problema que se puede plantear aquí es un conflicto efectivo entre otros legitimados, interesados ya sea en 
promover la sucesión o, inclusive, en obtener la indemnización, que digan que no es suficiente que esa 
persona que se dice concubino lo acredite sumariamente mediante la declaración de dos testigos. Entonces, 
ahí proponemos abrir un incidente dentro del procedimiento civil donde el Juez requiere otras pruebas, pero 
ante la oposición de otro legitimado. En ese caso, no me basta la declaración de dos testigos y doy las 
facultades al Juez para abrir una etapa probatoria que acredite fehacientemente la calidad de concubino. Pero 
si no hay tal contestación, nos parece que es complicar el procedimiento por un tema de legitimación que está 
aceptado y que, en definitiva, no causa perjuicio a terceros. 


SEÑOR BARRERA.- No quiero entrar a opinar sobre el fondo del tema sino simplemente esclarecer. 
La solución que ustedes proponen es que a los efectos de esta ley el concubinato se prueba con la 
declaración de dos testigos. Esa es la regla. La excepción es que en caso de que haya oposición y se 
manifieste porque hay conflicto de intereses, entienden que debe haber una vía distinta, incidental en 
términos jurídicos, según lo establece el Código General del Proceso, a los efectos de que, en ese caso, 
no baste la declaración de dos testigos. ¿Cómo sería el proceso? 


SEÑOR MIRANDA.- En primer lugar, en cuanto a procedimiento estrictamente, es en vía incidental. 
En segundo término, lo que está contenido en nuestra propuesta del segundo inciso del artículo 2”, 
establece: "A los efectos de esta ley se considerará también titular de un interés legítimo para 
promover un proceso sucesorio al concubino el declarado ausente. Para justificar el carácter de 
concubino bastará la declaración de dos testigos que acrediten tal relación. En caso de oposición de 
otro titular de interés legítimo, el Juez interviniente podrá requerir otros medios probatorios" -estamos 
pensando en un Juez de Familia en Montevideo y en el interior, y donde no lo hubiera, será un Juez 
Letrado Civil- "y, en todo caso, resolverá la cuestión por vía incidental, de acuerdo a los principios 
generales de valoración de la prueba vigentes en el ordenamiento procesal civil nacional". 


Nuestra propuesta es no pretender innovar o enmendar la plana al ordenamiento jurídico que hoy está 
funcionando razonablemente bien. Acudimos a un procedimiento ya previsto en el Código General del 
Proceso, la vía incidental, y a un criterio de valoración de la prueba vigente, al que están acostumbrados 
nuestros jueces. Convocan a nuevos medios probatorios que pueden ser documentales o testimoniales y 
resuelven de acuerdo con la valoración de la prueba. Es el principio general de sana crítica para el Juez Civil. 
Esto sería para generar un procedimiento abreviado en caso de conflicto. La interpretación del señor 
Diputado Barrera es correcta. Se prueba con dos testigos y la excepción es el conflicto de intereses con otro 
titular de un interés legítimo y allí abro un incidente en vía jurisdiccional típico. 


El artículo 2” del proyecto del Poder Ejecutivo dice: "Con la sola constancia de inclusión en el Anexo 3.1 del 
indicado Informe final, expedida por la Secretaría de Seguimiento creada por Resolución de la Presidencia de 
la República P/492 de 10 de abril de 2003, el Registro de Estado Civil efectuará la inscripción pertinente". 
Por su parte, el Anexo 3.1 del Informe de la Comisión para la Paz es el que se refiere a los ciudadanos 
uruguayos desaparecidos en territorio nacional. Fueron 26 situaciones que se contemplaron expresamente, 


donde hubo el mayor avance sustancial en los trabajos de la Comisión para la Paz. Entonces, la Secretaría de 
Seguimiento expide un certificado de inclusión en el Anexo 3.1 del Informe Final de la Comisión para la Paz. 
El proyecto dice que con ese certificado uno va al Registro de Estado Civil e inscribe. ¿Qué inscribe? 
¿Dónde? ¿Para qué? Eso no lo resuelve el proyecto del Poder Ejecutivo. Nosotros creemos que lo lógico sería 
que como aquí no hay muerte y, por lo tanto, tampoco certificado de defunción, en el caso de tratarse de 
ciudadanos naturales uruguayos, se realizara la inscripción marginal en la partida de nacimiento. Nuestra 
propuesta de artículo 3” es la siguiente: "Con la sola constancia de inclusión en el anexo 3.1 del indicado 
Informe Final, la Secretaría de Seguimiento creada por Resolución de la Presidencia de la República P/492 
de 10 de abril de 2003, expedirá un certificado de ausencia por desaparición forzada relativa a cada una de las 
personas allí mencionadas". Asimismo, establecemos quiénes están legitimados para solicitar a la Secretaría 
de Seguimiento la expedición de ese certificado, porque no puede ir cualquier persona sino solamente aquella 
que tenga interés en realizar esa inscripción en el Registro de Estado Civil. 


Nuestro proyecto de artículo 4” dice: "En el caso de ciudadanos naturales o legales de la República, que se 
encontraran en situación homóloga a la de desaparecido, según certificados debidamente legalizados 
expedidos por autoridades de la República Argentina y la República de Chile, las personas mencionadas en el 
artículo 3, inciso 2, podrán solicitar, y la Secretaría de Seguimiento mencionada extenderá, el certificado 
previsto". 


En el segundo inciso del artículo 2” del proyecto del Poder Ejecutivo se decía: "Asimismo, el Registro de 
Estado Civil tendrá por convalidadas e inscribirá las constancias legalizadas que en situaciones homólogas 
hayan expedido o expidan en la República Argentina y en la República de Chile, autoridades cuya 
competencia le comunique en cada caso la Dirección de Justicia del Ministerio de Educación y Cultura", pero 
no explicaba para qué. La situación es la siguiente. Chile expide, en casos de uruguayos desaparecidos en ese 
país, constancias de víctimas por desaparición forzada. Es un documento oficial del Estado chileno. Lo 
legalizo, lo traigo a Uruguay y lo inscribo en el Registro de Estado Civil. ¿Para qué? La única razón, que 
tiene sentido de homologar, como propone el proyecto del Poder Ejecutivo es que tenga los mismos efectos 
en materia sucesoria de resolución de los problemas prácticos de los bienes y de las relaciones de familia del 
desaparecido ausente que con respecto a los 26 casos que contempla el Anexo 3.1 de la Comisión para la Paz. 
De otra manera, no hay razón para inscribir en el Registro de Estado Civil un certificado expedido por 
Argentina o por Chile. La finalidad es resolver las situaciones patrimoniales y de familia de los desaparecidos 
que fueron declarados ausentes. 


El Estado uruguayo no declara ausente por desaparición forzada -es una cuestión política, con la que no 
estamos de acuerdo- a una persona desaparecida en Argentina o en Chile. Pero como este proyecto de ley 
tiene una función práctica y no política y no es un ámbito para generar un debate acerca del artículo 4* o de si 
el Estado es responsable de esto o de aquello, evitemos el tema y resolvamos los problemas prácticos. Pero 
también debemos resolver los problemas prácticos de los uruguayos desaparecidos fuera de fronteras y que 
tienen bienes en el país. ¿Cómo? Permitiendo la inscripción de aquellos documentos que vienen de Chile y 
Argentina en el Registro de Estado Civil, con lo cual entran en el régimen sucesorio general de todos los 
demás, al igual que en los veintiséis casos de los uruguayos desaparecidos en Uruguay. No sé si soy claro en 
esta exposición; esa inscripción en el Registro tiene que tener alguna función. 


En el caso de los ciudadanos naturales uruguayos desaparecidos en Argentina y Chile, voy a tener una partida 
de nacimiento en el Registro de Estado Civil, con lo cual hago la misma inscripción marginal que hacía para 
los veintiséis casos de uruguayos desaparecidos en Uruguay. Anoto al costado: "Declarado ausente por 
desaparición forzada" y el número de la ley. El problema se nos presenta con los ciudadanos legales, que no 
son naturales. Estoy pensando concretamente en el caso de Liberoff, quien era argentino. No tengo una 
partida de nacimiento de ese ciudadano legal; no puedo hacer la inscripción con anotación marginal en su 
partida de nacimiento, porque no la tengo. En ese caso, el Registro de Estado Civil debería abrir un libro 
especial, confeccionar una partida de ausencia por desaparición forzada y expedir testimonio a los efectos de 
hacer el trámite sucesorio de los bienes de ese ausente; no tengo más remedio. No tengo partida de defunción 
porque no se constató que la persona está muerta y no tengo partida de nacimiento, porque se trata de un 
ciudadano legal. No tengo más remedio; no voy a hacer una anotación marginal en la partida de matrimonio, 
más allá de que si no era casado, no tengo la partida de matrimonio. Tampoco tiene sentido inscribirlo en la 
Corte Electoral, que no cumple una función de Estado Civil, sino una cuestión de registro de derechos 
políticos. Entonces, lo lógico es ir al Registro de Estado Civil, tener una partida especial que diga "ausente 
por desaparición forzada" que esté en el libro especial y expedir ese testimonio con los mismos efectos que 


tiene para los casos del Anexo 3.1 de la Comisión para la Paz. Esto me habilita a promover el proceso 
sucesorio del desaparecido, siempre que el familiar tenga interés; el proceso sucesorio es facultativo. 


Sé que este tema es tedioso, pero esto muestra cómo hay que hilar más fino en la iniciativa. El proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo es bueno y, sobre todo, es bien intencionado -de eso no hay duda-, pero requiere 
afinar la puntería para no generar desajustes con la legislación vigente. No se trata de modificar el Código 
Civil ni las leyes de procedimiento civil; intentemos incorporar estas normas sistemáticamente dentro del 
cuerpo normativo hoy vigente en el país. 


A grandes rasgos, con esto estaría resuelto el tema central para los familiares como organización: la solución 
de los problemas prácticos acaecidos a raíz de la desaparición de los familiares. 


Luego está el aspecto de la indemnización económica. Este tema nunca ha sido una reivindicación de la 
organización de madres y familiares. Reconocemos el derecho de las víctimas que hayan sufrido cualquier 
tipo de daño -y con más razón quienes hayan sufrido daños por la actuación de funcionarios del Estado- a 
obtener reparación. En ese sentido, creemos legítimo que se disponga una indemnización económica -no es 
toda la reparación, ya que esta debe ser integral, pero por lo menos este es un aspecto de la reparación 
integral-, a quienes han sufrido daño por las desapariciones. 


Veamos cómo plantea esto el Poder Ejecutivo en su proyecto. En principio, prevé un procedimiento 
administrativo; en eso estamos totalmente de acuerdo. Parece natural que el procedimiento para obtener la 
indemnización sea administrativo. Nos parece correcto que sea a través del Ministerio de Educación y 
Cultura y que la erogación recaiga sobre Rentas Generales. Pero el artículo 3* tiene algunos problemas. En 
primer lugar, se dice que la indemnización se fijará en función de un promedio de acuerdo con los cuatro 
casos que fueron resueltos en vía jurisdiccional, ya sea por transacción o por sentencia. Con el debido 
respecto, nos parece de mala técnica legislativa hacer una remisión a una fuente externa cuando ya 
conocemos esa cifra. Nosotros ya sabemos cuánto abonó el Estado en materia de indemnización por los casos 
que se tramitaron en vía jurisdiccional. Entonces, ¿por qué hacer una remisión externa del texto de la ley a 
otro cuerpo legal o a otra circunstancia exterior, cuando ya tenemos esa cifra? Pongamos simplemente que la 
indemnización es de tantos pesos uruguayos o su equivalente en dólares americanos. No tiene sentido hacer 
una remisión externa; es complicar el texto legal inútilmente. Pongamos una cifra concreta. 


SEÑOR BARRERA.- ¿A cuánto asciende esa cifra? 


SEÑOR MIRANDA.- Nosotros, como organización, no entramos en ese tema. A nivel de prensa, se 
habló de distintas cifras sobre las que no tengo muy claro cómo surgen. En algún momento, se habló de 
US$ 110.000 y, en otro, de US$ 150.000. Francamente, no lo sé. Como organización, de ninguna manera 
vamos a discutir los montos. No hay dinero suficiente que repare el daño causado, eso es claro, como no 
lo hay en el caso de la muerte de un hijo en un accidente de tránsito, ya que el daño moral es 
irreparable. Tampoco hay suma que repare el acto médico, más allá de que la Cámara de Senadores 
haya aprobado recientemente topear la reparación integral en casos de daños causados por actos 
médicos, y espero que la Cámara de Diputados revea esta posición. 


El primer criterio, entonces, es establecer una suma fija. El segundo, es determinar quiénes son los 
legitimados. En esto, también hay problemas. El proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo menciona al 
cónyuge, a los herederos y al concubino. En este último caso, se exige que sea declarado concubino por 
sentencia, pero no hay ninguna sentencia, por lo que esa referencia es equivocada. Aquí nuevamente hay que 
acreditar el carácter de concubino mediante el sistema de dos testigos, ya no en vía jurisdiccional sino 
administrativa. El mecanismo sería el de declaración jurada de esos dos testigos ante la sede administrativa, 
con lo cual les estoy cargando la eventualidad de sanciones penales por realizar declaraciones juradas falsas. 
En caso de conflicto por otro que tenga interés legítimo, hay que utilizar la vía jurisdiccional, ya que quienes 
resuelven los conflictos intrasubjetivos de intereses en este país son los Jueces. Es decir que se saltaría a la 
vía jurisdiccional en caso de conflicto. 


Pero lo que no establece el proyecto de ley del Poder Ejecutivo es un orden de llamamiento, como hace el 
Código Civil en materia sucesoria; me refiero a los artículos 1025 y siguientes. Nosotros proponemos que se 
haga un orden de llamamiento. El primero, debería ser el cónyuge del desaparecido; luego, el ex cónyuge que 
se hubiera divorciado con posterioridad a la desaparición. Porque ¿qué sucedió en el país? Muchas personas, 


habiendo desaparecido su cónyuge, sobre todo después que pasó tanto tiempo y frente a la situación de 
soledad, empezaron a reconstruir su vida. Parte de esa reconstrucción era, naturalmente, volver a contraer 
nupcias, lo que no podían hacer porque permanecían con un vínculo matrimonial anterior. Luego, 
promovieron el divorcio por sola voluntad y lo obtuvieron, simplemente para posibilitar ulteriores nupcias. 
Eso no implicaba un gesto de desafecto con respecto al desaparecido, sino que ante la convicción de que 
aquel que habían llevado detenido y que había desaparecido no iba a volver, tenían derecho a reconstruir su 
vida. Si ello pasaba por mantener relaciones formales de pareja, se casaban. Nos parece natural que ese ex 
cónyuge que se hubiera divorciado por esa circunstancia, con posterioridad a la desaparición, esté legitimado 
para obtener una indemnización. 


Está claro que la indemnización solo refiere a los casos de los uruguayos desaparecidos en Uruguay; toda la 
referencia es a los veintiséis casos incluidos en el Anexo 3.1 de la Comisión para la Paz. Me gustaría que el 
Estado uruguayo indemnizara todos los casos. Creo que no hay consenso político para ello, además de que ha 
habido indemnizaciones del Estado argentino, en el caso de uruguayos desaparecidos en Argentina, y ha 
habido indemnizaciones en el caso de uruguayos desaparecidos en territorio chileno. Es decir que quienes 
aún quedan sin reparación económica -reparación parcial- son los familiares de uruguayos desaparecidos en 
Uruguay. Este tema claramente tiene que ver con los casos de personas comprendidas en el Anexo 3.1 de la 
Comisión para la Paz. 


Hagamos un orden de llamamiento: cónyuges, ex cónyuges, divorciados con posterioridad a la desaparición, 
ascendientes y descendientes -legítimos o naturales- o hijos adoptivos. Tiene que haber un orden de 
llamamiento común. Nosotros lo proponemos en el texto del inciso segundo del artículo 6”: "Son acreedores 
de esta indemnización, conjuntamente [...]" y, además, por partes iguales. O sea que hay una única suma por 
cada uno de los desaparecidos, por cada una de las personas mencionadas en el Anexo 3.1 del Informe Final 
de la Comisión para la Paz. 


Repartamos en partes iguales a todos los que concurran dentro del mismo orden de llamamiento: cónyuges, 
ex cónyuges, ascendientes y descendientes legítimos o naturales e, inclusive, adoptivos. ¿Qué pasa si faltan 
todas estas categorías? Se sigue el régimen del Código Civil, que creo es lo que pretendía el proyecto del 
Poder Ejecutivo cuando hablaba de herederos. Y cuando dice: "[...]La distribución de esa suma entre los 
distintos legitimados se atendrá a las reglas del Código Civil [...]". ¿Cuáles son las reglas del Código Civil? 
No lo dice. En realidad, el Código Civil no establece reglas de distribución; lo que establece son legítimas 
para herederos forzosos y órdenes de llamamiento. Entonces, esta referencia que hace el Poder Ejecutivo es 
demasiado vaga. Nosotros proponemos precisarla. Establecemos órdenes de llamamiento y distribución 
equitativa entre todos los que concurran en el mismo orden. Si yo no tengo cónyuge ni ex cónyuge ni 
concubino ni hijo ni padres, entonces puedo remitirme al inciso tercero del artículo 6” que proponemos, que 
establece: "A falta de todos los acreedores mencionados en el inciso anterior, serán acreedores de la 
indemnización referida, los hermanos del declarado ausente, sean éstos por parte de padre y madre, sólo por 
parte de padre o madre, o por adopción". Nos parece que es bueno -por lo menos en esta circunstancia- 
equiparar a todos. 


Consideramos absolutamente razonable lo que propone el Poder Ejecutivo en el inciso final del artículo 3” de 
su proyecto, que dice: "Al cobrar, todos los legitimados deberán suscribir declaración de no tener nada más 
que reclamar al Estado [...]". Con esto queremos cortar el futuro en materia de indemnización. Lo que le falta 
a este inciso final del artículo 3* del proyecto del Poder Ejecutivo es: "nada más que reclamar en materia 
indemnizatoria". La acción penal no es transable, no es disponible. Esta declaración de nada más que 
reclamar a mí no me impediría mañana promover la acción penal si se me ocurriera, pero me parece que es 
de buena técnica decir que en materia indemnizatoria no hay nada más que reclamar. Es claro el espíritu de 
este inciso; lo que queremos es cortar las reclamaciones indemnizatorias a la eventual promoción de procesos 
jurisdiccionales de reparación patrimonial por los casos de desapariciones contemplados en la indemnización 
que propone este proyecto de ley. 


(Interrupción del señor Representante Barrera) 


Ahí tenemos algún problema porque eso puede generar algún tipo de conflicto interno en las familias, 
lo que sería deseable evitar. Francamente, en este caso tenemos dudas. Lo que pasa es que ese texto 
obliga a que todos los familiares, todos los llamados en el mismo orden, se pongan de acuerdo en 
reclamar la indemnización, o bien aquel que no quiera, de todas maneras, firma diciendo que nada 


más tiene que reclamar. Puede darse la circunstancia -no sé si se dará efectivamente pero es posible 
que se dé-, por ejemplo, de que el cónyuge dijera que no quiere reclamar nada, que no está dispuesto a 
aceptar indemnización alguna y a dar al Estado ninguna renuncia. Con eso condena a que tampoco 
obtengan la indemnización los hijos del desaparecido. 


SEÑOR BARRERA.- Evidentemente, si bien no hemos tenido ningún trato profesional, de su propia 
exposición se denota un conocimiento muy claro del Derecho Civil. Por lo tanto, usted sabe también 
cuáles son las consecuencias o cuáles podrían ser los vacíos en caso de que -como tampoco hay plazo 
para presentarse- esto quede abierto a que uno diga "hoy no" y mañana -en la próxima Legislatura o 
en la siguiente- estemos discutiendo cuál es el derecho de aquel que no firmó o de aquel que en su 
momento no quiso firmar. 


Yo estaría de acuerdo con usted si agregamos que vencido tal plazo caduca ese derecho; si bien entiendo su 
posición, quiero que entienda la del Poder Ejecutivo. Me parece legítimo lo que plantea, pero quiero certeza y 
seguridad jurídica. Por lo tanto, estaría de acuerdo en considerar este punto de vista si acepta poner un plazo 
a esto. 


SEÑOR MIRANDA.- Me parece totalmente compartible y entendible lo que plantea el señor Diputado 
Barrera. 


En realidad, en esta propuesta que hoy presentamos no se establece un plazo para reclamar la indemnización. 
Creo que sería sano que sí se estableciera. Obviamente, no puede ser un plazo de una semana, sobre todo por 
las dificultades que existan de legalizaciones y de trámites de documentos que vengan del exterior. De todas 
maneras, ahora advierto que en este caso ese problema no existe porque no se indemniza a los desaparecidos 
en el exterior; se refiere solamente a casos de desaparecidos en el Uruguay. Entonces, la demora sería la del 
trámite de expedir los certificados de la Secretaría de Seguimiento de la Comisión para la Paz, que es breve. 
Se podría establecer un plazo en que caduca el derecho de reclamar la indemnización, se haya cobrado o no. 


Las circunstancias pueden ser dos. Una posibilidad es que una persona, estando legitimada para reclamar la 
indemnización, no se presenta conjuntamente con los otros legitimados, en cuyo caso el Estado paga a los 
otros legitimados dejando este afuera. La otra es que se establezca un plazo de caducidad después del cual, 
por más legitimado que esté, caduca su derecho a reclamar su pretensión, su posibilidad de accionar. La otra 
posibilidad es que aquel que no concurrió a solicitar la indemnización por vía administrativa, luego inicie una 
acción jurisdiccional reclamando esa reparación en un Juzgado Letrado de lo Contencioso Administrativo. En 
ese caso, entiendo que la acción no prosperaría por la caducidad de los cuatro años en general de los créditos 
contra el Estado. De manera que creo que ese no sería el problema. Me parece razonable lo que decía el señor 
Diputado Barrera de establecer un plazo de caducidad. 


SEÑOR BARRERA.- Si me pregunta qué es lo que opino, le digo que estoy de acuerdo con esta 
redacción. Ahora; en virtud de lo que usted plantea, sugiero que si eso se elimina hay que poner un 
artículo estableciendo un plazo por el tema de la certeza y la seguridad. 


Quería dejar planteado este aspecto para cuando se discuta. 


SEÑOR MIRANDA.- Es razonable. Lo único que pretendemos es evitar los conflictos familiares, en la 
medida en que podamos. El legislador no puede estar previendo cada conflicto emocional que se pueda 
presentar entre los particulares, pero intentemos evitarlos no forzando determinadas situaciones. 


Según lo establecido en el artículo 4? del proyecto de ley presentado por el Poder Ejecutivo, previsto para 
aquellos casos en que la indemnización ya se hubiera cobrado, si la abonada por el Estado con anterioridad es 
inferior a la que establece esta ley, se abona el complemento, y, en caso de que hubiera sido mayor, el 
particular no restituye. Es algo que nos parece totalmente razonable y también fue previsto en el artículo 7* 
de nuestro proyecto. 


Como último punto, debo decir que la ley necesariamente tiene que ser reglamentada por el Poder Ejecutivo 
si vamos a disponer -como proponía recién el señor Diputado Barrera- un plazo de caducidad o aun cuando 


esto no existiera. Es importante la reglamentación del Poder Ejecutivo porque este va a tener que reglamentar 
la ley tanto del procedimiento administrativo de indemnización a través del Ministerio de Educación y 
Cultura como eventualmente la inscripción en el Registro de Estado Civil. Entonces, nosotros proponemos 
que en un último artículo se diga que el Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley, como es de estilo, 
dentro de un plazo determinado y, además, bajo responsabilidad de daños y perjuicios. Yo no desconfío de 
este Poder Ejecutivo ni de ninguno; son los Poderes Ejecutivos que la población eligió y está bien, pero sí 
desconfío de la celeridad burocrática de nuestro Estado. De alguna manera pretendemos que no se deje a 
nivel de la Administración simplemente que pasen los plazos y luego la ley se vuelva ineficiente por falta de 
reglamentación. Y más si le ponemos un plazo de caducidad. De alguna manera, debemos generar una 
presión "psicológica" -entre comillas- sobre el Poder Ejecutivo, diciéndole que reglamente rápido esta ley 
porque si no entramos en una situación de responsabilidad del Estado por omisión. Eso básicamente está 
contenido en el artículo 9” de nuestro proyecto. 


Como verán, señores legisladores, este tema da para discutir. Simplemente estamos intentando contribuir a la 
resolución de un problema práctico en el que creo que hay consenso político más allá de las diferencias 
políticas reales y de fondo que ha generado -y probablemente seguirá generando- la situación de graves 
violaciones a los derechos humanos en el país y, particularmente, la desaparición forzada. 


Creemos que el proceso que de alguna manera se vivió con la Comisión para la Paz demostró la capacidad 
que tenemos los uruguayos que, más allá de nuestras opiniones políticas, ideológicas, religiosas o de 
cualquier tipo, podemos sentarnos a una mesa e intentar avanzar sustancialmente en temas que a todos nos 
duelen. En definitiva, este proyecto de ley no es más que la continuidad de aquello: intentar llegar a acuerdos 
básicos, mínimos, que resuelvan problemas prácticos de la gente. En ese espíritu, entonces, es que nos 
atrevemos a comentar y a opinar sobre el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo y a sugerir textos 
alternativos que, obviamente, estamos dispuestos a seguir conversando a fin de intentar buscar soluciones 
más allá de las diferencias que podamos tener. 


SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- En cuanto a la posibilidad de inscribir las declaraciones de ausencia en 
un libro especial en el Registro de Estado Civil para los ciudadanos legales, me pregunto si no sería 
más práctico inscribirlas todas allí y trabajar después con un certificado de declaración de ausencia en 
todos los casos para los trámites sucesorios en lugar de la partida de nacimiento con la inscripción. 


SEÑOR MIRANDA.- Eso fue considerado y es una de las posibilidades. En realidad, no creo que haga 
a la sustancia del tema. 


En el caso de ciudadanos naturales, nosotros pensamos hacerlo en la partida de nacimiento como asiento 
natural. ¿Qué hay en el fondo de esto? Hay una enorme resistencia por parte de los familiares por una razón 
afectiva a tener una partida de defunción y nada que se parezca a una partida de defunción. En este caso hay 
un problema esencialmente afectivo. Entonces, la solución que se nos ocurría era ir a la partida de 
nacimiento. En el caso de los ciudadanos legales, no tengo ningún otro mecanismo que hacer una partida 
especial. Insisto, intentamos dar una solución práctica a un tema afectivo, que también es práctico. La 
anotación marginal en una partida de nacimiento es más sencillo que confeccionar una nueva partida, cuando 
esta ausencia sea por desaparición forzada, pero en el caso de ciudadanos legales, no tenían otra alternativa. 
No es una cuestión de principios, simplemente explico la razón por la que preferimos ir a la anotación 
marginal en la partida de nacimiento. Inclusive, nosotros proponemos hasta el texto: "Declarado ausente por 
desaparición forzada, Ley N” ..".. Esa sería la anotación marginal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de las señoras Cuesta y Gómez y del 
doctor Miranda, y seguirá estudiando el tema. 


(Se retira de Sala la delegación del Grupo de Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos) 


SEÑOR BARRERA.- Planteo que se voten los puntos octavo y noveno del orden del día, referidos a la 
designación de la Plaza de Deportes de Sarandí Grande con el nombre "Profesor Armando Sánchez" y 
del segmento de la Ruta Nacional N” 48 con el nombre "Luis Pérez Aguirre", respectivamente. 
Además, propongo que se espere hasta la semana próxima para poder estudiar los antecedentes del 
proyecto relativo al profesor Nicolás Ferrari de Salto. 


SEÑOR RODRÍGUEZ ALTEZ.- Si el señor Diputado me permite, voy a ampliar su moción para que 
se voten las tres designaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los señores Diputados Barrera y Rodríguez Altez proponen alterar el orden 
del día considerando, en primer término los puntos séptimo, octavo y noveno del orden del día. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
Siete por la Afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en séptimo término del orden del día, referido a la designación con 
el nombre de "Profesor Nicolás Ferrari" a la actual Estación Meteorológica, ubicada en el aeropuerto de la 
ciudad de Salto. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Ha sido aprobado el proyecto. 
Propongo al señor Diputado Barrera como miembro informante. 
Se va a votar. 


(Se vota) 
Seis en siete: AFIRMATIVA. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en octavo lugar del orden del día, referido a la designación con el 
nombre de "Profesor Armando Sánchez" a la plaza de deportes de Sarandí Grande, departamento de Florida. 


(Diálogos) 
Queda aplazada la consideración de este asunto. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en noveno término del orden del día, referido a la designación con 
el nombre de "Luis Pérez Aguirre" al segmento de la Ruta Nacional N* 48, comprendido entre la calle Luis 
Batlle Berres de la ciudad de Las Piedras y la Ruta Nacional N* 5 "General Fructuoso Rivera". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

Ha sido aprobado el proyecto. 

Propongo a la señora Diputada Percovich como miembro informante. 


Se va a votar. 


(Se vota) 


Seis en siete: AFIRMATIVA. 
SEÑOR DÍAZ MAYNARD.- Quisiera saber cuál es el inconveniente en votar los asuntos que figuran 
en cuarto, quinto y sexto puntos del orden del día, pues creo que están allí desde tiempo inmemorial. 


Creo que no hay ningún inconveniente en terminar con esto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo con el señor Diputado, pero me han comunicado que 
algunos señores legisladores desearían contar con la presencia de la señora Diputada Saravia Olmos. 


De acuerdo con lo resuelto por la Comisión, se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


